Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el tercer punto del Orden del Día, referido a las 
modificaciones a introducir al Código de la Niñez y la Adolescencia. 


Por supuesto, no es la intención aprobar este proyecto en el día de hoy, pero me gustaría 
intercambiar algunas opiniones. Hay toda una discusión respecto al numeral 1) del artículo 72 de este 
Código, que se propone modificar a través del artículo 1? de este proyecto; y, a su vez, se plantean 
algunas otras modificaciones en el numeral 10). En este caso también vamos a tener que realizar 
consultas en la Bancada. 


Por otra parte, mediante el artículo 3% se agrega al Código el artículo 116 BIS, que dice: “Sin 
perjuicio de la aplicación de las normas y principios establecidos en este Código, en los casos en que 
el presunto autor sea mayor de quince y menor de dieciocho años de edad,” -obviamente a los 18 años 
se le aplicaría el Código Penal- “y cuando el proceso refiera a una o varias infracciones previstas como 
gravísimas (art. 72) cometidas con violencia contra las personas, el Juez, a solicitud expresa del 
Ministerio Público, y una vez oída la Defensa, deberá disponer la aplicación de las siguientes reglas”, 
etcétera. Aquí se dice que esto se hará a solicitud expresa del Ministerio Público; por tanto, deduzco 
que si el Ministerio Público, el fiscal, no lo pide, no se dispone la aplicación de ninguna de las reglas. 
Esa es, entonces, una precondición, obviamente luego de oída la defensa. Continúa el artículo: “a) La 
privación cautelar de libertad será preceptiva hasta el dictado de la sentencia definitiva” -es decir que 
el Ministerio Público debe pedir la privación de libertad hasta la sentencia definitiva- y “b) Las medidas 
privativas de libertad tendrán una duración no inferior a los doce meses.” Me pregunto qué sucede si la 
sentencia se da antes de los doce meses. En todo caso, creo que debería decirse: “Las medidas 
privativas de libertad tendrán una duración no inferior a los doce meses o hasta la sentencia definitiva”. 


SEÑOR PASQUET.- Sucede que el literal a) - hablando en términos que no son los que estrictamente 
corresponden al Derecho del Código de la Niñez y la Adolescencia, pero que se utilizan en el Derecho 
Penal común- refiere a la prisión preventiva, diciendo que en estos casos “será preceptiva”. Pero el 
literal b) hace referencia a la pena a imponer -en realidad no es pena, sino medida socioeducativa- que 
tendrá una duración no inferior a los doce meses. Puede ocurrir que la sentencia se dicte rápidamente 
y, sin perjuicio de ello, se imponga una medida socioeducativa de doce meses. Cuando el menor 
infractor haya cumplido la mitad de la pena que le fuera impuesta, podrá solicitar el cese de la privación 
de libertad, tal como lo establece el literal c) siguiente. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Sería seis meses máximo? 


SEÑOR PASQUET.- No, mínimo, porque a partir de los seis meses puede empezar a pedirlo. Creo que 
es así. 


SEÑOR MOREIRA.- En términos generales, creo que se trata de una mejora con respecto a lo que hay 
actualmente, a pesar de que la Cátedra tiene una opinión contraria. En lo personal, coincido en que en 
este tema hay que endurecer el tratamiento de este tipo de situaciones, sobre todo teniendo en cuenta 
lo que la Suprema Corte de Justicia nos ha expresado en más de una oportunidad con respecto a la 
duración promedio de la medida privativa de libertad, que se ubica en el eje de los siete meses en el 
caso de las rapiñas, homicidios, delitos gravísimos con agravantes. Creo que habría que establecer 
este tipo de mínimos; me parece bueno que discutamos si puede tratarse de más o de menos. De 
todos modos, esto es un avance, más allá de que habría que limitar la discrecionalidad judicial que hoy 
existe. ¿Por qué? Porque cuando hay indicios de una recuperación -que a veces no existe- a los 
menores detenidos los liberan cuando quieren. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando hay un menor infractor de más de 15 años que cometió delitos 
graves, con violencia, el Ministerio Público pide que se apliquen algunas de estas medidas y, entonces, 
lo primero que hace el juez es mantenerlo con privación de libertad como medida cautelar. Pero por 
otro lado, si lo condena con por lo menos 12 meses y estuvo cuatro meses privado de libertad, a los 
dos meses ya le pueden pedir la libertad anticipada. Teniendo esto en cuenta, me pregunto cómo actúa 
esa libertad anticipada. 


SEÑOR MOREIRA.- No es libertad anticipada, es libertad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se puede estar en contra o a favor de esta iniciativa, pero de lo que se trata 
es de si los objetivos de la redacción se cumplen sin caer en contradicciones. Si las medidas privativas 
de libertad tienen una duración inferior a los 12 meses, hay que tener presente que luego de salir la 
condena, a los 6 meses ya se puede pedir la libertad anticipada. Ahora bien, si se trata de 24 meses, a 
los 12 meses se puede dar la libertad anticipada, y en caso de que sea un año, a los 6 meses se puede 
estar pidiendo la libertad. Entonces, ¿no cabe preguntarse si aquí funciona el literal b) o el c)? 
Independientemente de lo que después vote cada uno, me interesa saber si la redacción es acorde a lo 
que se pide. Cuando recibimos a nuestros invitados, algunos hablaban de un literal y otros de otro, por 
lo que me quedó la impresión de que había ciertas contradicciones entre ellos. 


Concretamente, quería saber si un menor podría salir en libertad antes de los 12 meses y si la 
redacción es clara en ese sentido. 


SEÑOR PASQUET.- Así es, señor Presidente. 


En lo personal entiendo -aunque me llama la atención y por eso dudo si estoy en lo cierto con 
relación a la economía general del proyecto- que lo preceptivo es la privación de libertad como medida 
cautelar. Es decir que se produce el hecho, es aprehendido el agente, el Juez toma conocimiento y 
dispone la privación de libertad con carácter cautelar mientras transcurre el juicio. Pero a la hora de 
dictar sentencia, lo que dice el literal b) es que si lo que se impone es una medida socioeducativa de 
privación de libertad, esa medida tendrá un mínimo de 12 meses; pero no dice que deba imponerse 
esa medida, no es preceptiva la privación de libertad. Incluso, se puede imponer una medida 
socioeducativa que no sea privativa de la libertad. Esto significa que ante delitos gravísimos, el Juez 
conservaría, de acuerdo con este proyecto, la discrecionalidad para imponer en la sentencia definitiva 
de condena medidas socioeducativas privativas de la libertad, o no hacerlo. Solamente para el caso en 
que decida hacerlo funciona el mínimo de 12 meses, pero puede disponer, por ejemplo, que no 
permanezca en régimen de libertad asistida u otro mecanismo de ese tipo. Así lo entiendo yo, pero 
quisiera corroborar esta apreciación con los representantes de la Bancada de Gobierno para saber si 
esto es lo que quiere el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MOREIRA.- Es como dice el señor Senador Pasquet. Yo pondría que corresponde aplicar 
medidas privativas de libertad en todos los casos de infracciones gravísimas de las descriptas allí, 
porque seguimos con el famoso tema de la discrecionalidad judicial. Los señores Senadores 
recordarán el caso de “El Pelón”, que cometió un homicidio, lo mandaron para la casa; después 
cometió otro homicidio más y lo volvieron a mandar para la casa. Esto es lo que tenemos que impedir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esto no lo impide, porque “El Pelón” debió haber estado mucho más de doce 
meses. 


SEÑOR MOREIRA.- El problema fue que en el primer homicidio que cometió, el juez lo mandó para la 
casa, es decir, con libertad asistida; pero después cometió otro. 


SEÑOR PASQUET.- Eso no lo arreglamos. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Ese caso no lo arreglamos con esta iniciativa. 


SEÑOR MOREIRA.- Creo que debemos plantearle al Poder Ejecutivo que la privación de libertad tiene 
que ser preceptiva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El tema es dónde pasamos raya. ¿La raya son los homicidios? 


SEÑOR MOREIRA.- Son un montón de delitos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso es lo que enreda. 
SEÑOR MOREIRA.- Son muchos. 
SEÑOR DA ROSA.- Son todas las infracciones gravísimas. 


SEÑOR MOREIRA.- Las infracciones gravísimas se enumeran en el artículo 1%: homicidio intencional 
con agravantes especiales, lesiones gravísimas, violación, rapiña, privación de libertad agravada, 
secuestro, extorsión, tráfico de estupefacientes, cualquier otra acción u omisión que el Código Penal o 
las leyes especiales castigan con una pena cuyo límite mínimo sea igual o superior a seis años de 
penitenciaría o cuyo límite máximo sea igual o superior a doce años de penitenciaría -es decir que 
comprende más delitos- y la tentativa de las infracciones señaladas en los numerales 1), 5) y 6) y la 
complicidad en las mismas infracciones, que creo que son la rapiña, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que en el último caso que señaló el señor Senador también se 
agregan los numerales 3) y 4). 


SEÑOR MOREIRA.- Insisto que en estos casos la privación de libertad tiene que ser preceptiva, 
porque si no estamos en lo mismo. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Pero eso es lo que se expresa acá, pues se dice que la privación cautelar de 
libertad será preceptiva. 


SEÑOR MOREIRA.- La privación cautelar sí, señor Senador, pero esa es la que va preso mientras 
dure el proceso, que es muy rápido, que a veces dura sesenta días, pero después lo largan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La privación cautelar está clara. Pero, ¿qué pasa cuando termina? Si lo 
declaran inocente, obviamente, no le corresponde nada. 


SEÑOR MOREIRA.- ¡Claro, eso sí! ¡Sin duda, señor Presidente! Pero creo que en todos los casos de 
infracciones gravísimas debe haber medidas privativas de libertad y yo no lo largaría a la mitad, sino a 
los dos tercios, porque la conducta de los menores infractores que estamos viendo son cada vez más 
cruentas e irracionales; hemos visto cosas horribles. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el numeral 10) del artículo 1% del proyecto de ley enviado por el Poder 
Ejecutivo se establece: “10) La tentativa de las infracciones señaladas en los numerales 1), 3), 4) y 6). 
Allí se elimina el numeral 5) que corresponde a la privación de libertad agravada, artículo 282 del 
Código Penal, y agrega los numerales 3) y 4), que son violación y rapiña. Después se establece que en 
los casos de violación no se tomará en cuenta la presunción del ejercicio de violencia. 


SEÑOR MOREIRA.- Quiero hacer una observación porque tampoco estoy de acuerdo con que aquí se 
hable de las infracciones gravísimas cometidas con violencia, porque hay infracciones gravísimas que 
no suponen violencia como, por ejemplo, el tráfico de estupefacientes, que es una infracción bien grave 
pero no es cometida con violencia, sino conversando o, como lo dice la palabra, traficando. Entonces, 
no hablaría de violencia, sino que establecería todas las infracciones gravísimas numeradas en el 
artículo 72. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El tema es a qué estamos apuntando, porque cuando hay violencia hay un 
daño adicional muy grande. 


SEÑOR MOREIRA.- El tráfico de estupefacientes es terrible por los efectos que causa; a mi juicio, 
tiene la misma gravedad que la rapiña. Así, estamos viendo cómo las pandillas, las bandas, operan 
ahora al estilo mexicano. Son nuevas modalidades delictivas que cada vez generan más alarma, como 
tuvimos oportunidad de ver en el operativo llevado a cabo en el barrio Marconi la semana pasada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Todo eso es violencia. 


SEÑOR MOREIRA.- Me refiero a que muchas veces el tráfico de estupefacientes es comercio, no 
violencia; es transa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el tráfico de estupefacientes separamos la pasta base de las otras drogas, 
pese a que tiene la misma peligrosidad. 


SEÑOR MOREIRA.- Téngase presente que estábamos legislando para mayores de edad, no para 
menores, y ahora lo hacemos para menores infractores. Insisto en que le quitaría lo de violencia 


SEÑOR MUGURUZA.- Puede dar lugar a confusión. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pienso que es al revés. 


En el caso del homicidio -por citar un ejemplo- cuando un menor mata y el Juez lo comprueba, 
se aplica una medida cautelar de privación de libertad y a los tres meses lo sentencia -no hablo de 
homicidio culposo, como sucede cuando un hijo toma el auto del padre, más allá de la responsabilidad 
de este último- ¿se lo deja un año? No hablo de la repercusión que eso tiene en la opinión pública, sino 
que voy por un camino distinto al del señor Senador Moreira, como lo he hecho en muchas 
oportunidades. 


(Hilaridad) 


A mi juicio, separar lo que es violencia de lo que no lo es representa un muy buen paso. 
Además, hay casos de violencia en que se genera un daño irreparable. Se podrá discutir cuáles son 
reparables o no; notoriamente, la muerte es irreparable, como sucede en el caso de un asesinato. No 
sé si no tendríamos que separar las cosas, como se hace con un acordeón. 


Un argumento más: como ponemos todo en la misma bolsa, parece muy pesado para los jóvenes que 
en algunos casos se fije un año, independientemente de que cumplida la mitad de la pena se pida la 
libertad. Ahora bien, hay que ver qué sucede en el caso del homicidio. No sé si no sería necesario 
separar las situaciones. 


SEÑOR PASQUET.- El año es hipotético porque cumplida la mitad de la pena se puede pedir la 
libertad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso es hipotético porque le dejamos mucha discrecionalidad al Juez. 


SEÑOR PASQUET.- La jurisprudencia es muy benévola, como han señalado todos los que se han 
ocupado del tema. Tanto el doctor Daniel Sayagués, Defensor Público de Menores, como el doctor 
Gustavo Zubía, Fiscal Nacional Letrado de Adolescentes, han dicho que los Jueces de esta materia 
tienen un criterio muy amplio y benigno, y que efectivamente hacen uso de las posibilidades de 
excarcelación. 


Estamos hablando de un mínimo de doce meses, sabiendo que a partir de los seis meses va a 
empezar la gestión de la defensa por la excarcelación. 


SEÑOR MOREIRA.- Además, tenemos un Código de la Niñez y la Adolescencia muy benevolente e 
indulgente, no porque lo diga el Senador Moreira, sino porque así lo han expresado dos Ministros de la 
Suprema Corte de Justicia. Es más, quieren volver al viejo Código, que establecía un máximo de diez 
años de privación de libertad; estamos con uno que la fija en cinco años. Debemos tener cuidado 
porque estamos transitando un camino con una sociedad cada vez más violenta y, por ende, la 
respuesta debe ser un poco más rigurosa. Pienso que es así, sin perjuicio de que no estamos por la 


rebaja de la edad, pero sí por establecer en la responsabilidad penal adolescente un marco mínimo 
más riguroso. Creo que debe ser así porque el mundo cambió; ya no es el mismo de hace diez años. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A mi juicio, para algunos delitos gravísimos cometidos por un menor de 15 
años puede parecer mucho, y para otros, por ejemplo cuando un individuo comete un homicidio y sale 
en libertad a los seis meses porque el Juez le dio doce, parece poco. Creo que habría que hacer un 
corte entre los delitos gravísimos y el homicidio intencional. No sé si me explico. 


SEÑOR MOREIRA.- La violación y la rapiña son delitos gravísimos y ni que hablar de la privación de 
libertad, el secuestro o la extorsión. 


SEÑOR MUGURUZA.- El tema de la venta de estupefacientes debe ser lo peor que hay, pero no 
puedo calificarlo de violento si no hay de hecho violencia. 


SEÑOR MOREIRA.- Genera violencia. 


SEÑOR MUGURUZA.- Claro, pero me parece que no corresponde colocar en una bolsa todo lo que 
está especificado en el articulado desde el momento en que se trata de una negociación sin agresión. 
Por lo tanto, a mi modo de ver calificar de violento un hecho que de por sí no es violento confundiría a 
quien debe tomar una resolución. Por supuesto que pondría la peor pena, pero me da la impresión de 
que no es lo mismo. 


SEÑOR MOREIRA.- La ley sobre estupefacientes que sanciona estos delitos establece penas hasta de 
18 años, mayores que las que se aplican por homicidio simple. Las tipificaciones de los delitos 
planteados en el Código Penal son muy severas. 


SEÑOR LORIER.- Me está resultando muy difícil seguir el proceso de la discusión. Además, hay que 
tener en cuenta que recién estamos tomando conocimiento de este informe que ha sido remitido por el 
Instituto de Derecho Penal de la Facultad de Derecho de la Universidad de la República. Por lo tanto, 
como los elementos que se están manejando son tan importantes y las visiones planteadas tan 
diversas, solicito un tiempo para analizar en detalle dicho informe y considerar las consecuencias que 
señala sobre la situación de los padres, punto muy interesante para ser estudiado. Con esa base 
podremos venir a otra sesión habiendo estudiado el informe y otros documentos que hemos manejado 
casi tangencialmente como son, por ejemplo, las opiniones del Fiscal Zubía y del INAU. Hay una 
política que se está desarrollando en torno a los menores que ha dado muy buenos resultados: de 400 
hay 100 en el régimen de medidas socioeducativas vinculadas al trabajo. En ese sentido, hay 
empresas que están involucradas y sindicatos que están colaborando y acompañando a los menores 
en la etapa de reinserción laboral. Según se nos dijo, en determinado momento habría 
aproximadamente 200 privados de libertad. Eso llevaría a una saturación de los lugares de reclusión y 
haría fracasar todos los planes, que desde nuestro punto de vista son lo mejor que se ha hecho hasta 
ahora para recuperar a los menores. En síntesis, no se trata de pensar solo en la penalización. 


Por lo tanto, solicito que nos demos un tiempo para analizar este material, ya que recién lo 
estamos viendo y tiene aspectos muy interesantes a considerar, no solo en cuanto a los menores sino 
también en lo que tiene que ver con los padres y los hogares monoparentales, donde generalmente la 
madre es la que tiene que responder frente a algunas situaciones. Además, me parece que debemos 
considerar las opiniones que ha vertido el INAU aquí y las que oportunamente hizo el Fiscal Zubía, 
dadas las repercusiones que ellas pueden tener, ya que estamos legislando sobre algo puntual, pero 
que puede tener consecuencias con respecto a las políticas que se están siguiendo. Digo esto porque, 
según se expresó, esto podría generar una implosión en el sistema y no daría abasto para continuar. 


En consecuencia, pido que hagamos una pausa aquí, que continuemos con el análisis del 
tema en una próxima sesión, cuando contemos con todos los elementos y, si es posible, que invitemos 
al INAU y al Fiscal Zubía para que opinen sobre el tema en concreto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El INAU ya dio su opinión al respecto, señor Senador. 


SEÑOR LORIER.- ¿Vino a opinar específicamente sobre este tema? Recuerdo que estuvo presente en 
una sesión de la Comisión en que estábamos tratando otro tema y tangencialmente se rozó este 
proyecto de ley. Tenía entendido que había venido por otro tema y luego se habló de este asunto, pero 
que su visita no era exclusivamente para analizar este proyecto de ley. Si los señores Senadores 
afirman que eso sucedió, evidentemente no tendría que volver. 


SEÑOR MOREIRA.- El INAU ya analizó el tema en esta Comisión. Recuerdo que, incluso, se habló de 
que tenían problemas locativos y de infraestructura que estaban intentando resolver. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Además, recuerdo que trasmitieron que si la aprobación de la iniciativa se 
demoraba algunos meses, eso les permitiría mejorar las condiciones. 


SEÑOR LORIER.- Lo cierto es que hoy contamos con el predio del Regimiento de Caballería N* 9, 
pero todavía no se han hecho las reformas necesarias. Ultimamente se le ha dado un empuje a esto, 
pero hay que medir las consecuencias que tendría el aprobar esta iniciativa y que empezara a 
aplicarse. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Obviamente, la Bancada oficialista tendrá que fijar posición sobre este tema y 
eso será para la próxima sesión. Nosotros tenemos reunión de Bancada los días lunes, pero el próximo 
está previsto que se realice una interpelación en el Senado. 


Pasamos al siguiente punto del Orden del Día. 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


